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Poder Judicial de la Nación

SALA CIVIL Y COMERCIAL FEDERAL II

Causa n° 1605/2013


F.Y.V. C/ GOOGLE ARGENTINA S/ INCIDENTE DE APELACIÓN DE MEDIDA CAUTELAR
Buenos Aires,  14      de agosto de 2013.- HE

VISTO: el recurso de apelación interpuesto a fs. 205, fundado a fs. 332/340, contra la sentencia de fs. 126/128; y 

CONSIDERANDO:

1°) La actora solicitó el dictado de una medida cautelar en contra de Google Argentina a fin de que proceda a dar de baja de su buscador toda información que la relacione con sitios de internet de contenidos erótico y pornográfico. Adujo haberse desempañado como modelo profesional hasta el año 2010 realizando producciones fotográficas y filmaciones, y que su nombre e imagen son utilizados por terceros, en clara vulneración a sus derechos personalísimos –imagen e intimidad–. 

2°) En el pronunciamiento de fs. 127/129, la señora juez de grado admitió parcialmente la precautoria solicitada y ordenó a la demandada que suspenda toda vinculación que se produce al introducir el nombre de la actora en el buscador, respecto de los sitios específicamente identificados y que la relacionen con actividades o prácticas sexuales.

Frente a ello, la demandante denunció los links sobre las cuales debe efectuarse el bloqueo (conf. fs. 133/198), dando lugar a que la a quo intimara a Google Argentina para que en el plazo de 48 horas bloqueara “de las búsquedas de su motor los vínculos y/o, páginas y/o sitios de Internet” allí detallados (conf. fs. 194). 

3°) La demandada cuestiona el fallo sobre la base de los siguientes agravios: a) la actora no acompañó constancia alguna de que el contenido que la actora objeta sea ubicable a través del buscador de Google; b) ningún derecho personalísimo se encuentra afectado dado que la peticionaria trabajó como chica “playboy”, protagonizando videos de tipo “soft porn” o de cine erótico, actividad que a su juicio excede el modelaje; c) la actora debía probar el carácter agraviante de las más de mil páginas que cuestiona, entre las cuales hay varias que no tienen contenido pornográfico, se refieren a sitios enteros o directamente inexistentes; d) los contenidos del sitio Playboy TV que se refieren a la actora pertenecen a esa empresa, que no ha sido citada a juicio; e) la cautelar debe dirigirse contra los terceros ajenos a Google que publican el material cuestionado en Internet; y d) resulta manifiesta la falta de legitimación pasiva de Google Argentina SRL pues el buscador es operado por Google Inc. 

4°)  Conviene anticipar, ante todo, que la Sala sólo tratará aquellos aspectos de la controversia que sean conducentes para su adecuada y equitativa composición, ateniéndose, de ese modo, a la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ha considerado razonable tal metodología (conf. Fallos: 265:301; 272:225; 276:132; 278:271; 280:320; 287:230; 294:466, entre muchos otros); y sin perder de vista que lo que se trata es analizar la viabilidad de una tutela cautelar. 

5°) En el apretado marco de conocimiento que permite el trámite cautelar resulta insoslayable recordar que la búsqueda, recepción y difusión de ideas de toda índole, a través del servicio de internet se considera comprendido dentro de la garantía constitucional que ampara la libertad de expresión (conf. art. 1° de la ley 26.032). Esa libertad, expresamente contemplada en nuestro ordenamiento (conf. arts. 14 y 32 de la Constitución Nacional; art. 13.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos), conlleva un derecho público subjetivo y protege a la difusión de noticias que tienen relevancia pública, se refieran o no al desempeño de funcionarios estatales (ver esto último en: Bianchi, Enrique T. – Gullco, Hernán V., El derecho a la libre expresión, Ed. Platense, 1997, pág. 124).


Del mismo modo, en materia de libertad de expresión la Suprema Corte de los Estados Unidos tiene dicho que en el corazón de la primera enmienda de la Constitución norteamericana –que contempla una previsión análoga a la de nuestro ordenamiento- está el reconocimiento de la importancia fundamental de la libre circulación de ideas y opiniones sobre asuntos de interés público. Y por ello ha estimado que la libertad de expresión no es sólo un aspecto de la libertad individual -y por lo tanto un bien en sí mismo- sino también es esencial en la búsqueda común de la verdad y la vitalidad de la sociedad en su conjunto -conf. “Hustler Magazine v. Falwell”, 485 U.S. 46 (1988)-.

Mediante diversos tratados internacionales nuestro país contrajo el compromiso de tutelar el derecho de toda persona a la libertad de investigar, opinar, expresar y difundir su pensamiento por cualquier medio (v. art. IV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre), sin que pueda ser molestada a causa de ellas, derecho que también incluye el de investigar y recibir informaciones y opiniones, de difundirlas, sin limitación de fronteras (conf. art. 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos). Ese derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección (conf. art. 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
De allí que, en este estado larval del proceso, bien podría sostenerse que la libertad de expresión también rige frente a cuestiones que no son puramente gubernamentales o involucren a fondos públicos. En todo caso, frente a la tensión que suele suscitarse entre esa garantía y el derecho a la intimidad, lo que irá variando es el umbral de protección que reconoce el ordenamiento jurídico a la persona afectada, en función de su carácter público o privado (ver en este sentido lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos, in re “Gertz v. Robert Welch Inc.”, 481 US 323 -1974-, donde se efectúa una limitación a la doctrina sentada en el precedente “New York Times v. Sullivan”, 376 US 254 -1964-; conf. también las decisiones adoptadas por esta Sala en la causa “Nara, Wanda Solange”, causa n° 8.952/09, sentencias del  30.11.10 y 5.7.12). 

Y esa especial protección constitucional determina, tal como lo ha resuelto reiteradamente esta Sala, que si se invoca como fundamento de la medida la lesión a la intimidad, honor o buen nombre a través de medios electrónicos, la carga de la prueba sobre ese extremo recae sobre quien pretende la restricción cautelar (esta Sala, in re “Servini de Cubría”, causa n° 7.183/08, del 3.6.09; “Bernstein, Luis Marcelo”, causa n° 4.718/09, del 8.6.10; “Nara”, del 30.11.10; “Dragonetti Hugo Alberto”, causa n° 978/10, del 12.7.11 y las citas efectuadas en esos precedentes). 
6°) Pues bien, la actora no ha acompañado impresión de los resultados que arroja el buscador de Google cuando se inserta su nombre, con lo cual no se puede establecer si existe vinculación con los sitios que reputa injuriantes. Tampoco ha acompañado las impresiones del contenido de todos los sitios objetados, pues los que se adjuntaron al escrito inicial se refieren a una ínfima porción de los que luego fueron objeto de bloqueo a fs. 194. 

No se advierte, pues, cuál sería el nexo causal entre la actividad de la demandada y la invocada afectación a derechos personalísimos perpetrada por terceras personas. La decisión atacada y el posterior auto de fs. 194 soslayan este punto, en tanto se limitaron explicar porqué la cautelar pretendida no podía ser indeterminada –sólo recae sobre sitios denunciados– y a ordenar el bloqueo con la sola enunciación de los links objetados. Ningún análisis ha mediado, empero, sobre el contenido lesivo de tales enlaces, extremo que naturalmente requeriría ingresar en cada uno de ellos (doctrina de esta Sala, causa “Nara” citada supra; ver también: expte. n° 419/08, “Albertario, Claudia Patricia”, del 29.11.12, entre otros). Y a ello se suma, tal cual lo ha resuelto este tribunal en diversas oportunidades, que la peticionaria no ha demostrado la imposibilidad de identificar a los responsables de los sitios objetados (conf. causa “Wrona, Javier Alejandro”, causa n° 5913/11, del 15.2.12). 
Tales razones bastan para dejar sin efecto la medida decretada, sin que corresponda, por el momento, emitir juicio sobre la actividad profesional que habría desarrollado la actora en el pasado o bien sobre la existencia de un derecho a eliminar los registros de interntet que se refieran a ella –derecho al olvido–. 

En virtud de lo expuesto, esta Sala RESUELVE: revocar la resolución recurrida, con costas en el orden causado teniendo en cuenta la //

novedad de la cuestión debatida (conf. art. 68, segunda parte, del CPCCN).  

La doctora Graciela Medina no suscribe la presente en virtud de la excusación formulada a fs. 351, que se acepta en este acto (art. 109 del R.J.N.). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 







RICARDO VÍCTOR GUARINONI 

ALFREDO SILVERIO GUSMAN 
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